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Este artículo pretende encuadrar el actual modelo vasco de vivienda dentro del contexto presente, la trayectoria histórica de la UE y el Estado español en materia de políticas públicas de vivienda, para desde la reflexión del contexto en el que ha nacido, siendo conscientes de sus particularidades y de los rasgos comunes a otros sistemas, reflexionar sobre el punto en el que nos encontramos en el presente momento, así como los posibles y deseables rumbos a tomar en el viaje hacia la satisfacción del derecho a la vivienda de la ciudadanía vasca.

1. PINCELADAS SOBRE LOS MODELOS EUROPEOS DE REFERENCIA EN MATERIA DE VIVIENDA 

Aún a riesgo de ser excesivamente esquemáticos y, por lo tanto, no recoger todos los matices a tener en cuenta, entiendo que las políticas públicas de vivienda de los países líderes en la materia de la UE (fundamentalmente los centroeuropeos y escandinavos) se han caracterizado y aún se caracterizan por los siguientes rasgos:

a. Fuerte intervención pública desde finales de la Segunda Guerra Mundial.

b. Dicha intervención pública tiene vocación de servicio público universal.

c. Alta inversión de fondos públicos sostenida durante décadas.

d. Balance entre gasto fiscal (25%) y gasto público directo (75%) muy favorable al segundo.

e. Política fiscal no favorecedora de la propiedad y de incentivo del alquiler.

f. Intervención en diferentes fases del servicio público: suelo, promoción, gestión de parque de vivienda pública.

g. Dentro de lo público, opción casi exclusiva por el alquiler social, protegido, subsidiado, no de mercado, etc.

h. La aplicación de mecanismo de baremación para la adjudicación de los alquileres públicos en casi todos los casos.

i. Mercados hipotecarios regulados o en los que aparece crédito público (no de mercado) en materia de vivienda.

j. Ciertos procesos de segregación socio-espacial, así como revueltas sociales, parcialmente alimentadas por factores socio-urbanísticos.
k. Modelos que ha apostado tanto o más por la rehabilitación-regeneración urbana que por la promoción de nueva vivienda.

l. Comprensión de la vivienda vacía como una patología social, económica y urbanística contra la que hay que luchar desde lo público.

m. Baja presencia del turismo inmobiliario y la segunda residencia.

n. Problemas para mantener este sistema en virtud de dificultades de gestión, pero sobre todo por motivos presupuestarios.

o. Aparición de procesos de privatización de los parques públicos de alquiler, así como menor intervención pública en los desarrollos urbanos más recientes.
2. SOMERA CARACTERIZACION DEL ATIPICO MODELO ESPAÑOL 

Frente al anterior modelo, las políticas públicas de vivienda en España han tenido una serie de particularidades, algunas propias solamente del periodo predemocrático y otras persistentes más allá de la Constitución del 1978, que pueden ser caracterizadas de la siguiente manera:

a. En términos relativos, en comparación sincrónica con la UE, escasa y tardía intervención pública.

b. Desde 1956 hasta, por lo menos, el 2007 privatización (no sometida a contraprestaciones públicas equilibradas) de las plusvalías generadas por el urbanismo público.

c. Desde 1998 hasta, por lo menos, el 2007 impulso de un proceso de desregulación del suelo, con una declaración general de “urbanizabilidad” de casi todo el suelo español.

d. Intervención pública con vocación de fomento temporal de actividades que se entendían como naturales de mercado libre y no de las Administraciones Públicas. La vivienda se concibe solo como un sector de la actividad productiva (al que hay que cebar desde la Administración cuando los mercados languidecen) y no como un derecho social, a pesar de la dicción del artículo 47 de la Constitución 
 que configura la vivienda, en técnica jurídico-constitucional, como un principio rector de política social y económica (frente a los verdaderos derechos subjetivos).
e. Baja inversión pública e incluso concepción de la vivienda protegida como una fuente de ingresos (no de gastos) públicos.

f. Balance entre gasto fiscal (75%) y gasto público directo (25%) contrario al de la UE. 

g. Política fiscal favorecedora de la propiedad y de desincentivo del alquiler.

h. Intervención fluctuante y de menor calado que en la UE en las diferentes fases del servicio público: 
i. suelo (más o menos fuerte a través del planeamiento urbanístico, pero menor en términos de retención pública de las plusvalías urbanísticas generadas por lo público, patrimonios públicos de suelo o, en general, la caracterización del urbanismo como una función pública irrenunciable para las Administraciones)
ii. promoción (débil, aunque hay que reconocer que ha sido lo público quien ha mantenido la promoción de vivienda protegida en épocas de bonanza inmobiliaria, mientras que en épocas de crisis los operadores privados se han refugiado en la vivienda protegida)
iii. gestión de parque de vivienda pública (prácticamente inexistente).

i. Dentro de lo público, opción casi exclusiva por la propiedad.

j. Apuesta por la vivienda protegida efímera, por su descalificación sometida a plazo relativamente breve y su paso al mercado libre.

k. La aplicación de mecanismo de baremación para la adjudicación de la vivienda protegida, con la reciente aparición de los mecanismos de sorteo  y mixtos.

l. Mercados hipotecarios desregulados y con tendencia a la sobrefinanciación (más precio del debido y más tiempo del aconsejable) en los que el crédito público en materia de vivienda, antes existente, ha desaparecido.

m. Modelo que, salvo contadas excepciones, ha apostado mucho más por la promoción de vivienda nueva que por la rehabilitación-regeneración.

n. Comprensión de la vivienda vacía como un hecho natural con el que se debe convivir. 

o. Alta presencia del turismo inmobiliario y la segunda residencia, hasta el extremo de ser uno de los motores del crecimiento económico español en los últimos años.

p. Ciertos procesos de segregación socio-espacial, sin llegar a las revueltas sociales. No debemos ocultar que en buena parte de España se tiende a construir la vivienda protegida lo más lejos posible de las clases medias y acomodadas.

q. Procesos de corrupción urbanística fuertemente asentados en el municipalismo y empresariado español, con especial incidencia en determinadas zonas de nuestra geografía.
r. Consumo abrasivo e irreversible de territorio con procesos de artificialización de suelo no conocidos hasta la fecha en España. 
s. El sistema, en los términos descritos, no tiene apenas dificultades para mantenerse en funcionamiento. No necesita grandes maquinarias administrativo-operativas y desde el punto de vista presupuestario es más un ingreso que una fuente de gastos.

3. OPCIONES SISTEMICAS EN RELACION A LAS POLITICAS PUBLICAS DE VIVIENDA

Ante el grave problema de la vivienda en España hoy se proponen, desde diferentes foros profesionales, académicos, económicos y políticos las siguientes soluciones, en términos de modelo, al difícil acceso a la vivienda de buena parte de la sociedad española.

a. LIBRECAMBISMO
Desde mediados de los años noventa amplios sectores sociales, políticos y económicos con gran capacidad financiera y mediática para crear opinión pública lanzaron la idea, científicamente insostenible, de que la vivienda en España estaba subiendo de precio por la escasez de suelo calificado (las Administraciones Públicas eran lentas, burocráticas y corruptas) y que se produciría una bajada del precio de la vivienda y un mejor acceso a la misma, si se ampliaba la superficie calificada para edificar. Es decir, hicieron creer a buena parte de la sociedad que a más materia prima (suelo en este caso) bajaría el precio final del producto (vivienda). 
Mantener este tipo de tesis es desconocer completamente el funcionamiento del mercado de suelo y vivienda en el que, en realidad, el precio de la vivienda fija el precio del suelo (y no al revés). El precio de la vivienda depende de varios factores (crecimiento economía, tipo de interés, rentabilidad bursátil, demanda exterior de vivienda, producción residencial turística, etc) y, de entre ellos, muy especialmente de la disponibilidad crediticia hipotecaria. De modo que una economía en crecimiento, con bajo paro, con fuerte demanda interior (el dinero que huía del fracaso de los valores tecnológicos en la bolsa a principios de esta década), fuerte demanda exterior (extranjeros en búsqueda de inmuebles residenciales y turísticos) y con una disponibilidad de crédito hipotecario prácticamente ilimitada produce una espiral en los precios de venta de las viviendas que, en el caso de España, finalmente se acaba trasladando al precio del suelo.
La Ley 6/98 de Suelo y Valoraciones basó la solución del problema de la vivienda en la calificación de la mayor cantidad posible de suelo para su urbanización y edificación con la esperanza de bajar con ello el precio de la vivienda. Sin embargo, el resultado final ha sido el contrario al teóricamente apetecido. La consideración de susceptible de urbanizar de todo el territorio nacional salvo los espacios especialmente protegidos, y a veces ni estos, no redujo el precio de la vivienda, pues este se ha catapultado en los últimos diez años hasta cotas no conocidas.
Ciertamente esta solución liberal cuenta hoy con menos seguidores que hace unos años, como consecuencia de su incontestable fracaso práctico, pero esto no quiere decir, en modo alguno, que esta falsa solución al problema de la vivienda no siga estando encima de la mesa. 

En mi modesta opinión nadie en su sano juicio entiende que, después de haberse golpeado fuertemente un dedo de la mano con un martillo y producirse dolor, hematoma y lesiones, dicha desgracia se arregla pegándose otro nuevo y más duro martillazo. Los defensores de la liberalización del suelo, sin embargo, nos vienen a decir precisamente esto.
b. MIMETISMO ACRITICO: INTERVENCIONISMO HOLANDES, SUECO, FRANCES O ALEMAN DE LOS AÑOS 60 Y 70 EN LA ESPAÑA DEL 2007
Frente al neoliberalismo descrito podemos encontrar una amplia panoplia de posturas intervencionistas, que van desde el simple maquillaje del mercado hasta intervenciones decididas.

Sin perjuicio de que no deberíamos debatir sobre el particular (pues el artículo 47 de la Constitución española no faculta, sino que obliga a los poderes públicos a intervenir en el mercado para posibilitar el acceso de la ciudadanía a una vivienda digna, impedir la especulación, regular el mercado de suelo y garantizar la participación de la comunidad en las plusvalías que genera el urbanismo, por definición público), defiendo firmemente la intervención pública en materia de suelo y vivienda. 
Este es un asunto que dejado exclusivamente de la mano del mercado produce graves distorsiones económicas, medioambientales y sociales que minan el interés general. El suelo y la vivienda si se gestionan solo por el mercado se dedican a satisfacer solo a los individuos con renta y capacidad de compra. Por el contrario, la intervención pública garantiza, o debe garantizar, que personas sin poder de compra en el mercado puedan acceder a una vivienda digna en condiciones razonables y, de esta manera, poder desarrollar un proyecto vital también digno en el que sea materialmente, y no solo formalmente, posible la ciudadanía (ejercicio de derechos, libertades, deberes y obligaciones constitucionales).
Ahora bien, algunas de los grupos que postulan el intervencionismo, a mi juicio, lo hacen con una cierta mirada acomplejada hacia los logros del Estado Social centroeuropeo y escandinavo de los años 60 y 70. Ciertos expertos y grupos partidarios del intervencionismo público tratan de copiar en la España y Euskadi del años 2007 de forma mimética y acrítica los modelos que funcionaron bien en Holanda o Suecia, por poner dos notables ejemplos, hace más de 30 años bajo parámetros sociales, políticos, económicos y culturales totalmente diferentes a los actuales.

No creo, en modo alguno, que esta mirada retrospectiva a la “Arcadia” feliz de la socialdemocracia renana de los años 70 sea tan perjudicial para la solución del problema de la vivienda en España como lo es el librecambismo antes comentado. Pero si entiendo que mirar a las políticas de hace tres décadas de ciertos lugares de la UE y tratar de copiarlas hoy en nuestro territorio, sin prestar atención a lo que se está debatiendo y aplicando en esos mismo estado hoy, es un error de cierta magnitud.
c. LA BUSQUEDA DE NUESTRO PROPIO CAMINO, APRENDIENDO DE LOS ERRORES Y ACIERTOS PROPIOS Y AJENOS
Por el contrario, entiendo que lo que debemos hacer los defensores de la intervención pública en materia de suelo y vivienda es aprender de las grandezas y errores de los modelos centroeuropeos y escandinavos del pasado y tomarlos como referencia para desarrollar un modelo propio, tributario, pero no mimético.

4. EL MODELO DIFERENCIAL VASCO 

El modelo vasco en materia de vivienda, aún bebiendo de las fuentes españolas, ha tenido, al menos desde mediados de los 80, unas características propias que deben ser reseñadas.

a. LOS PRIMEROS RASGOS DIFERENCIADOS

i. La aparición de las reservas de suelo para vivienda protegida en 1994 (con carácter pionero a nivel autonómico) y en unos niveles nada despreciables (65% en suelo urbanizable y 20% en suelo urbano)
. Este es, sin duda, el auténtico corte epistemológico de la política de vivienda, no solo en Euskadi, sino en el conjunto de España: el destino obligatorio de una parte sustancial del suelo calificado para su urbanización y edificación a la vivienda protegida.
ii. Una producción de vivienda protegida tradicionalmente mayor que la existente en el conjunto de España.
iii. Un municipalismo menos apalancado financieramente que el estatal y por lo tanto menos tendente a utilizar las plusvalías urbanísticas como fuente preferencial de financiación municipal. No quiero decir que este fenómeno no se haya producido y produzca aún hoy en Euskadi, pero entiendo que el mismo ha revestido extremos menos preocupantes que otros lugares del Estado español.
b. LA CONCRECCION DE UN MODELO INTEGRAL

Sin dejar de valorar el año 1994 como año de la irrupción de un modelo alternativo en España en materia de vivienda, el año 2002 marca el inicio de la revolución de las políticas públicas de vivienda en Euskadi.

Las reservas de suelo para vivienda protegida existían en Euskadi desde 1994 pero tenían como resultado una producción pobre de vivienda protegida (en el periodo 1994-1997 la cuota de vivienda protegida estaba en el entorno del 20% en Euskadi), al retenerse los suelos calificados para vivienda protegida y acelerarse el trabajo sobre los suelos dedicados a la Vivienda Libre y al faltar el necesario vigor público para hacer valer el contenido formal y material de la ley.
Por otra parte, durante todo este periodo (1994-2002) la vivienda protegida lo era nominalmente, pues ni se adjudicaba a través de métodos reglados y garantistas, ni se vigilaba su correcto uso, ni se tanteaban y retractaban las segundas y posteriores ventas 
.

Frente a esta realidad, que podemos denominarla como pionera y notable en términos legales, pero pobre en términos realizaciones prácticas, los años 2002 y siguientes son testigos de numerosos cambios normativos que configuran un modelo alternativo al existente en el conjunto de España, pero también novedoso respecto al modelo tradicional vasco.
Entre las novedades reseñaremos las siguientes:

i. Calificación permanente de la vivienda protegida. Es una novedad no solo en Euskadi, sino también en el conjunto del Estado 
.
ii. Fuerte intervención pública sobre el suelo: a través de las reservas de suelo para vivienda protegida (que como consecuencia de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo de Euskadi se van hasta el 75% en suelo urbanizable y 40% en suelo urbano).
iii. Alta cuota de vivienda protegida (35% en Euskadi, 50% en Alava, 70% en Vitoria-Gasteiz, tomando como referencia los datos del cierre del ejercicio 2006), como consecuencia de las referidas reservas de suelo para vivienda protegida.
iv. Aumento del gasto público en vivienda. Es prácticamente imposible cuantificar el gasto municipal en vivienda, si es que este existe. Lo que si se puede medir es el cambio de ciclo presupuestario del Gobierno Vasco que ha pasado de dedicar unos 90 millones anuales a la vivienda, a disponer de 2.805 millones de euros para el Plan Director de Vivienda 2006-2009 entre el Departamento y las sociedades dependientes (Visesa, Orubide y Alokabide).

v. Resistencia por parte de las Diputaciones Forales a modificar la política fiscal en materia de vivienda, siendo bien conocidas las diferencias entre el Gobierno Vasco y las Diputaciones Forales en relación a la fiscalidad de la vivienda vacía, las deducciones a la compra de vivienda 
, el alquiler o la vivienda protegida.
vi. Amplio abanico de viviendas protegidas: VS, VPO, Vivienda Tasada Autonómica, VTM, Alojamientos Dotacionales en Alquiler (estas últimas no son viviendas, sino dotaciones públicas) 
.

vii. Crecimiento de la vivienda protegida en alquiler y en derecho de superficie (impulsadas por el Gobierno Vasco y dos Ayuntamientos -Bilbao y Donostia-), frente a la propiedad plena (impulsadas por los promotores privados y el resto de los Ayuntamientos) 
.
viii. Inexistencia de venta en propiedad plena de vivienda protegida por parte del Gobierno Vasco, pues las viviendas o se adjudican en alquiler (sobre el 40% de las adjudicaciones de Etxebide) o se adjudican en derecho de superficie a 75 años (en torno al 60% de las adjudicaciones de Etxebide) con lo que lo público retiene la titularidad sobre los suelos en los que se desarrolla vivienda protegida y pasados los 75 años recuperará la propiedad plena del vuelo, de las viviendas.
ix. Prebaremación, sorteo y cupos de discriminación positiva en el caso de Etxebide 
 e imposición del sorteo en todos los demás casos (Ayuntamientos, promotores privados y cooperativas) 
.
x. La práctica desaparición del mercado privado secundario de la vivienda protegida, como consecuencia del visado de los contratos, la exigencia del visado por parte de notarios y registradores y el ejercicio universal del derecho de tanteo y retracto.
xi. El ejercicio de las potestades inspectoras, sancionadoras y expropiatorias para garantizar un uso social y acorde con la normativa de vivienda protegida. 
xii. Satisfacción directa a decenas de miles de ciudadanos a precios sociales (30.000 viviendas protegidas iniciadas en los últimos seis años), así como presión a la baja sobre los precios de la Vivienda Libre (en contra del lugar común habitual, la producción de vivienda protegida no encarece la Vivienda Libre) 
.

xiii. Mixtificación: mezclar Vivienda Libre con vivienda protegida, vivienda protegida en propiedad, derecho de superficie y alquiler, todo ello con Alojamientos Dotacionales en Alquiler, etc. En la mezcla está el secreto de procesos de crecimiento urbano socialmente funcionales.

xiv. Atención al suelo urbano, a la rehabilitación y a la regeneración urbana.

xv. Mercado hipotecario desgraciadamente desregulado.

5. El HORIZONTE AXIOLOGICO Y TELEOLOGICO DEL MODELO VASCO: LA FUTURA LEY VASCA DE VIVIENDA
Llegados a este punto conviene reflexionar sobre el rumbo de las políticas públicas de vivienda en Euskadi. Varios son los elementos que se deben tomar en consideración para llevar a cabo esta reflexión, pero dado que en estos momentos el Anteproyecto de Ley de Garantía del Derecho Ciudadano a una Vivienda Digna se encuentra en fase de remisión al Parlamento Vasco para su debate y, en su caso, aprobación, entiendo que las apuestas estratégicas del citado proyecto de ley pueden servirnos de guía a la hora de determinar hacia donde se puede estar dirigiendo la acción de las Administraciones Públicas vascas en materia de vivienda.

De entre esas apuestas estratégicas de la de Ley de Garantía del Derecho Ciudadano a una Vivienda Digna entiendo que debemos destacar las siguientes:

a. EL DERECHO A LA VIVIENDA
El Anteproyecto apuesta por pasar de la concepción de la vivienda como un principio rector de política social y económica (lo que es en virtud de una lectura formal del artículo 47 de la Constitución, así como de su posición sistemática en la Carta Magna) al campo de los verdaderos derechos subjetivos, de prestación obligatoria por parte de las Administraciones Públicas y que puede implicar la exigencia judicial del mismo en el caso de inhibición o actuación insuficiente de los poderes públicos.
El actual esquema por el que, ex artículo 53.3 de la Constitución, el derecho de la ciudadanía a la vivienda informa la legislación positiva, la actuación judicial y la actuación de los poderes públicos es a todas luces insuficiente. La vivienda como soporte físico de la dignidad humana, del ejercicio de derechos, libertades y deberes, en definitiva, como precondición del libre desarrollo de la personalidad (artículo 10.1 de la Constitución) no está hoy suficientemente garantizada en el Estado español. Para poder conseguirlo es necesario derivar el derecho a la vivienda del ámbito del 53.3 al 53.1 de la Constitución a través del reconocimiento por ley, en este caso forzosamente autonómica, al estar la materia plenamente transferida a las CCAA.

Como es evidente los redactores del Anteproyecto no confunden proclamación formal de un derecho (declaración legal) con eficacia material, inmediata y real del mismo. Al derecho a la vivienda deben acompañarle las políticas públicas necesarias para garantizar la prescriptividad del citado derecho. 
A continuación hablaremos de las políticas públicas funcionalmente ligadas a la consecución real del derecho a la vivienda. Pero antes quizás sea oportuno saber en que términos define el Anteproyecto de ley el derecho universal a la vivienda. En relación al ámbito subjetivo al que da cobertura, el Anteproyecto establece que todos los ciudadanos vascos, siempre que cumplan los requisitos exigidos para estar inscritos en Etxebide, tienen derecho a exigir a los Ayuntamientos la satisfacción directa de su derecho ciudadano a acceder a una vivienda digna. Cuando un Ayuntamiento no de satisfacción al derecho a acceder a una vivienda digna de una concreta persona, ésta podrá dirigirse al Gobierno Vasco para exigir la satisfacción subsidiaria del citado derecho. 
En relación al horizonte temporal en el que las Administraciones Públicas de forma conjunta y corresponsable deben garantizar el derecho a la vivienda de la población antes descrita, el Anteproyecto de Ley considera que las políticas públicas de vivienda deberán satisfacer de forma integral las necesidades ciudadanas de vivienda con anterioridad al uno de enero de 2012. 
Respecto a la forma de satisfacer el derecho a la vivienda, el Anteproyecto de Ley entiende que debe ser a través de, al menos, alguno de los siguientes mecanismos:

a. El acceso a un Alojamiento Dotacional en Alquiler.

b. El acceso a una Vivienda de Protección Pública en alquiler.

c. El acceso a un programa público de movilización de vivienda vacía hacia el alquiler protegido.

d. La subvención del alquiler de una Vivienda Libre, en las condiciones sociales y económicas que reglamentariamente se determinen.
e. En todos los supuestos anteriores, el alquiler que sufrague la ciudadanía no podrá ser superior al 30% de sus ingresos, calculados los mismos tal y como reglamentariamente se determine.

Como ya se ha comentado, superado el uno de enero de 2012, en el caso de imposibilidad efectiva de acceso a una vivienda digna en las condiciones antes descritas, el administrado podrá exigir judicialmente la efectividad de este derecho. En el caso de las personas afectadas por la Ley de Prestación Complementaria de Vivienda la satisfacción de la necesidad de vivienda se deberá producir desde la entrada en vigor de esta Ley, sin que rija el plazo del año 2012.
Este es el perfil del derecho universal a la vivienda por el que opta el Anteproyecto de Ley. Ciertamente ambicioso, pero en modo alguno utópico o irrealizable, máxime si tenemos en cuenta que otras sociedades europeas con un nivel de riqueza similar a la sociedad vasca hace décadas que, de forma efectiva y práctica, garantizan el derecho a la vivienda en unos términos similares a los aquí reseñados. Euskadi y España han convergido en los últimos años en decenas de asuntos con la UE. Nada impide que la convergencia se pueda ampliar a medio plazo también a la efectividad del derecho ciudadano a la vivienda.
b. LAS POLITICAS PÚBLICAS DE VIVIENDA

Pero sin políticas que aporten medios a las Administraciones Públicas el derecho universal devendría meramente formal. Por ello el Anteproyecto de Ley dedica una parte sustancia de su texto a las políticas de las diferentes Administraciones Públicas en materia de vivienda.

Como rasgos más destacables de estas políticas públicas de vivienda señalaremos los siguientes:

i. INSTRUMENTOS DE PLANIFICACION Y PROGRAMACION DE LAS POLITICAS PUBLICAS DE VIVIENDA.
El Anteproyecto de Ley contiene una serie de instrumentos de planificación y programación de las políticas públicas de vivienda, en algunos casos novedosos, en otros ya existentes, que se tratan de forma integral en el texto normativo.

Estos instrumentos de planificación  y programación de las políticas públicas de vivienda son los siguientes:

1. El Plan Director de Vivienda de la Comunidad Autónoma del País Vasco

2. En desarrollo de lo establecido en el artículo 16 de la Ley 4/1990 de Ordenación de Territorio del País Vasco, el Plan Territorial Sectorial de Suelo para la promoción de Vivienda en la Comunidad Autónoma del País Vasco.

3. Los Programas Supramunicipales de Vivienda 

4. Los Planes Locales de Vivienda, en municipios de más de 3.000 habitantes, así como los municipios que cuenten con núcleos continuos de suelo urbano que alberguen una población superior a 2.000 habitantes.
ii. LA COORDINACION INTERADMINISTRATIVA
La coordinación interadministrativa en materia de vivienda también se regula en el Anteproyecto de Ley a través del Foro de Encuentro de Urbanismo y Vivienda de Euskadi (organismo consultivo y asesor del Gobierno Vasco, los Ayuntamientos y la ciudadanía en materia de vivienda, así como lugar de encuentro de las Administraciones Públicas competentes en la misma).
iii. LA SOLIDARIDAD URBANA Y LA COHESION SOCIAL
El Anteproyecto de Ley, en su preocupación por llevar las obligaciones de las Administraciones Públicas al servicio de los derechos de la ciudadanía al campo de la concreción material, apuesta por la solidaridad urbana y la cohesión social.

Por cohesión social debemos entender la existencia de un parque residencial público de alquiler al servicio permanente de la sociedad vasca, de entidad suficiente y adecuada para satisfacer el derecho constitucional de toda la ciudadanía a la vivienda. Quedarían legalmente afectados al cumplimiento del objetivo de cohesión social los municipios obligados por la legislación urbanística a aplicar los estándares y cuantías mínimos de vivienda de protección pública. La manifestación más importante de la solidaridad urbana es la obligación de los Planes Municipales de Vivienda de garantizar al menos que el 50% de las Viviendas de Protección Pública construidas en sus términos municipales al amparo de cada planeamiento general sean ofertadas con carácter permanente en régimen de alquiler protegido. Los Planes Municipales de Vivienda deberán, así mismo, garantizar que al menos el 15% de las Viviendas Libres construidas en sus términos municipales al amparo de cada planeamiento general sean ofertadas con carácter permanente en régimen de alquiler. Estamos pues ante un Anteproyecto de Ley que no solo declara de manera semántica la existencia de un derecho, sino que, como se ve, fija importantes medidas al servicio del mismo.

El Anteproyecto de Ley señala con claridad que el suelo residencial que forme parte del Patrimonio Municipal de Suelo será destinado al cumplimiento del objetivo de cohesión social y de sus respectivos Planes Municipales de Vivienda.
Y para finalizar el Gobierno Vasco creará un Fondo de Solidaridad Urbana económico específico, gestionado por el Departamento competente en materia de vivienda, para dar apoyo a los municipios que acrediten dificultades especiales para la consecución de los objetivos fijados en materia de cohesión social.  
Por otra parte, el Anteproyecto de Ley define la solidaridad urbana como la mutua prestación de asistencia y de recursos entre todas las instituciones públicas para alcanzar los objetivos de cohesión social. En conexión con lo anterior los Ayuntamientos podrán conveniar con el Gobierno Vasco o sus sociedades públicas y/o participadas la gestión de parte o la totalidad del parque municipal de Vivienda de Protección Pública en alquiler a los que se hace referencia en esta Ley. 
iv. DERECHOS Y DEBERES DE LAS PERSONAS DEMANDANTES DE VIVIENDA DE PROTECCIÓN PÚBLICA
El Anteproyecto de Ley incorpora un catálogo de derechos y deberes de las personas que solicitan Vivienda Protegida de las Administraciones Públicas, cubriendo con ello un cierto vacío y sistematizando otros derechos y deberes ya existentes en procedimiento administrativo general.

v. REGIMEN LEGAL DE LA VIVIENDA DE PROTECCIÓN PÚBLICA

Es posible que esta sea la parte más prolija, pero a la vez, menos novedosa del Anteproyecto de Ley, ya que muchas de las medidas fundamentales ya se vienen aplicando en los últimos años (vg. calificación permanente de la Vivienda Protegida, los distintos procedimientos de adjudicación, los visados en segundas y posteriores transmisiones, etc) y otras habían sido, quizás impropiamente, reguladas por la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

Sin embargo, determinadas apuestas estratégicas de las políticas vascas de vivienda adquirirán rango legal a través del Anteproyecto de Ley, lo que en términos de fuentes del derecho es más que adecuado en consideración a las materias a las que afectan.

Si que podemos considerar novedades en esta materia la obligación de todas las Administraciones Públicas vascas, así como sus sociedades públicas o entes instrumentales, de adjudicar Vivienda de Protección Pública que provenga de sus Patrimonio Públicos de Suelo solo en régimen de alquiler o derecho de superficie. Prohibiéndose por ley la venta en propiedad plena de Vivienda de Protección Pública por parte de las Administraciones Públicas. Idéntico tratamiento recibirá la Vivienda de Protección Pública promovida por una entidad privada que haya recibido ayudas públicas para la adquisición del suelo o para la construcción, en cuyo caso la Administración Pública subvencionante mantendrá la propiedad del suelo y el derecho a recuperar el uso de las viviendas y demás elementos construidos sobre dicho suelo. 
De la misma manera, tiene cierto carácter de novedad el que se impongan limitaciones de las propiedades dominicales de los propietarios o titulares en derecho de superficie de una Vivienda de Protección Pública, pues los  titulares de una Vivienda de Protección Pública, tanto en propiedad como en derecho de superficie, no podrán adquirir ínter vivos, con posterioridad a la adjudicación de la Vivienda de Protección Pública, una Vivienda Libre ubicada en cualquier lugar del Estado. La adquisición de una Vivienda Libre en las condiciones descritas dará lugar a la obligación de restituir a la Administración General del País Vasco la Vivienda de Protección Pública para que ésta sea readjudicada a una persona demandante de vivienda inscrita en el Registro de Demandantes de Vivienda - Etxebide.
Y finalmente debemos destacar las nuevas políticas de movilidad geográfica que el Anteproyecto de Ley pretende instaurar en el ámbito de la adjudicación de Vivienda de Protección Pública. Concretamente en los procedimientos de adjudicación de Vivienda de Protección Pública del Gobierno Vasco y los Ayuntamientos se deberá facilitar la movilidad geográfica de la ciudadanía vasca. Para ello el Gobierno Vasco y los Ayuntamientos no podrán exigir en sus procedimientos de adjudicación más de un año de antigüedad en el empadronamiento a las personas inscritas en Servicio Vasco de Adjudicación de Vivienda de Protección Pública  – Etxebide  o en su caso en los registros de demandantes de vivienda municipales. Por otra parte, los procedimientos de adjudicación de Gobierno Vasco y Ayuntamientos deberán reservar, al menos, un 20% del total de las viviendas de la promoción para demandantes de, al menos, el área funcional en la que esté enclavada la misma.

vi. EL FOMENTO DE LA REHABILITACION
Se regula en el Anteproyecto de Ley el régimen jurídico de las actuaciones de fomento de la rehabilitación del patrimonio urbanizado y edificado radicado en la Comunidad Autónoma del País Vasco, tanto en el medio urbano como en el rural, con la finalidad de fomentar la habitabilidad del parque de viviendas existente en cada momento. De la misma manera, se regulan las intervenciones de fomento público de la rehabilitación, las ayudas públicas, las Áreas de Rehabilitación Integrada y Áreas Degradadas, así como las Sociedades urbanísticas de rehabilitación y/o regeneración urbana.

vii. LA CALIDAD Y SOSTENIBILIDAD MEDIOAMBIENTAL DEL PARQUE DE VIVIENDA
El Anteproyecto de Ley entiende por calidad de una vivienda, el conjunto de características y prestaciones que debe reunir para satisfacer las necesidades de los usuarios de vivienda, adaptadas a los estándares de seguridad  y confort adecuados a cada momento.
Las viviendas deberán cumplir los requisitos básicos, establecidos legal y reglamentariamente, relativos a la funcionalidad, la seguridad, habitabilidad, accesibilidad y sostenibilidad. Se desarrollarán reglamentariamente las formas y condiciones que acrediten que las viviendas cumplen determinados requisitos de calidad. Igualmente se regulará las condiciones que deben reunir los organismos o entidades acreditadoras.
Por otra parte, el Anteproyecto de Ley crea unos estándares mínimos de sostenibilidad medioambiental en la edificación residencial, con determinadas exigencias en el ahorro de energía, contribución solar mínima de agua caliente sanitaria, contribución fotovoltaica mínima de energía eléctrica y accesibilidad en la vivienda.

En materia de control de la edificación, el Anteproyecto de Ley desarrolla el Libro del Edificio y la Inspección Técnica del Edificio
Y finalmente, en términos orgánicos, el Anteproyecto de Ley crea el Consejo de calidad, sostenibilidad e innovación de la Vivienda 

viii. UTILIZACION ANTISOCIAL DEL PARQUE DE VIVIENDA
Una de las partes más novedosas del Anteproyecto de Ley es el relativo a las que podemos llamar patologías sociales en materia de vivienda. El texto legal determina dos: la vivienda vacía y la sobreocupación. 
Para ambas patologías la norma habilita instrumentos diferentes. En el caso de la vivienda vacía el fomento desde las Administraciones Públicas de los programas de movilización de vivienda vacía y cumulativamente a lo anterior la imposición de una penalización fiscal a las viviendas que en determinadas condiciones permanezcan vacías. En relación a la sobreocupación el Anteproyecto de Ley habilita a los Ayuntamientos a sancionar estos comportamientos inmobiliarios, pudiendo hacerlo con un nivel de seguridad jurídica del que hasta ahora carecían. Y como medida de última ratio se posibilita la expropiación de la vivienda sobreocupada, aún después del ejercicio de la potestad sancionadora municipal.
ix. GARANTIAS DE LOS CONSUMIDORES EN MATERIA DE VIVIENDA
El Anteproyecto de Ley incorpora un catálogo de definiciones, derechos y garantías en el mercado de la Vivienda Libre, con el objeto de proteger a los inquilinos y compradores de vivienda, así como de profesionalizar el sector, tal y como el mismo está demandando.

x. GARANTIAS JURIDICAS DEL ADECUADO USO SOCIAL DEL PARQUE DE VIVIENDA PROTEGIDA

Para acabar con este somero recorrido por el Anteproyecto de Ley, éste regula una serie de técnicas jurídicas al servicio del uso social del parque de Vivienda Protegida. Dichas técnicas jurídicas son las siguientes:

1. DERECHO DE ADQUISICION PREFERENTE, aplicable a:

a. La Vivienda Protegida calificada con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 7/1988, de 15 de Abril, de derecho preferente de adquisición en las transmisiones de viviendas de protección oficial a favor de la Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi y antes de la entrada en vigor de esta Ley, con independencia de su procedimiento de adjudicación.

b. las adjudicadas por parte de los Ayuntamientos y los promotores privados y cooperativas 
c. en general y todo tiempo, las que sean objeto de procedimientos de ejecución patrimonial por parte de los tribunales.
2. VENTA FORZOSA aplicable a:

a. las segundas y posteriores transmisiones de Viviendas de Protección Pública adjudicada en primera transmisión por el Gobierno Vasco con posterioridad a la entrada en vigor de esta Ley.

3. EXPROPIACION FORZOSA que procederá 
a. En materia de Vivienda de Protección Pública cuando la vivienda no se destine a domicilio habitual y permanente sin haber obtenido la preceptiva autorización administrativa de desocupación; cuando se mantengan la vivienda deshabitada sin justa causa por plazo superior a seis meses; cuando se produzca una transmisión no autorizada de la vivienda.
b. En materia de Vivienda Libre en los casos de sobreocupación antes reseñados.
4. DESAHUCIO ADMINISTRATIVO en los casos de incumplimientos graves por parte de los inquilinos del parque de Vivienda de Protección Pública en alquiler.

5. LA INSPECCION DE VIVIENDA PROTEGIDA, con una detallada regulación del Cuerpo de Inspectores de Vivienda de Protección Pública de la Comunidad Autónoma del País Vasco.
6. REGIMEN SANCIONADOR, materia con clara reserva de ley y en la que, hasta la fecha, las Administraciones Públicas utilizan normativa estatal básica, preconstitucional, poco cohonestable con la realidad actual de la Vivienda de Protección Pública en Euskadi.
c. SERVICIO PUBLICO DE VIVIENDA 

Las tres nociones clásicas de la actividad administrativa están presentes en el caso de las políticas públicas de vivienda en Euskadi: el servicio público, el fomento y la policía administrativa.
Si definimos el servicio público como un conjunto de medios humanos, materiales y económicos que la Administración, de forma directa o concertada con la iniciativa privada, gestiona para satisfacer una necesidad pública a través de la prestación de bienes y servicios en régimen de monopolio y sometida a derecho público, nos daremos cuenta que en el caso de la Vivienda Protegida se dan todos los rasgos. 
Partiendo de este punto el Anteproyecto de Ley considera que forman parte del Servicio Público Vasco de Vivienda:
· El Departamento competente en materia de Vivienda del Gobierno Vasco.
· El Servicio Vasco de Adjudicación de Vivienda de Protección Pública  – Etxebide, el Servicio Publico de Mediación y Conciliación en materia de Propiedad Horizontal y Arrendamientos Urbanos - Bizilagun y el Registro de Viviendas de Protección Pública.
· Las sociedades públicas o participadas del Gobierno Vasco dedicadas a la vivienda, suelo, alquiler, rehabilitación, movilización de vivienda vacía u otros fines de interés público en estas materias.
· Los servicios de vivienda, urbanismo o análogos de los Ayuntamientos vascos.
· Las sociedades públicas o participadas municipales dedicadas a la vivienda, suelo, alquiler, rehabilitación, movilización de vivienda vacía u otros fines de interés público en estas materias.
· Los servicios o personas jurídicas públicas o privadas que sustituyan o continúen en el futuro las labores de los relatados en este artículo.

Una vez definidos los integrantes del Servicio Público de Vivienda, el Anteproyecto de Ley entiende que todos los medios humanos y materiales de dicho servicio están adscritos funcionalmente a la consecución de los objetivos y principios rectores de la Ley. 

Y finalmente el Anteproyecto de Ley considera que el Gobierno Vasco y los Ayuntamientos vascos deberán cooperar en la gestión del Servicio Público Vasco de Vivienda para llevar a término los objetivos y principios rectores de esta Ley, en especial todo lo relativo a la solidaridad urbana y la cohesión social.
No estamos ante una mera declaración formal, sino ante la verdadera clave de bóveda del Anteproyecto de Ley. Un solo Servicio Público Vasco de Vivienda tiene la obligación de poner los medios materiales y humanos necesarios para que el 2012 marque un antes y un después en materia de vivienda y de Estado Social en Euskadi.
d. PROPIEDAD PRIVADA INTERVENIDA

Llegados a este punto es importante que reflexionemos sobre que implica esta operación normativa sobre la propiedad privada. Y vamos a realizar esa reflexión en dos planos. Uno relativo al estatuto jurídico de la Vivienda de Protección Pública y otro en relación a la propiedad del suelo en Euskadi. 
En principio cabe señalar que ningún tipo de propiedad, ni siquiera la propiedad privada pura, sigue el concepto romano de propiedad (uti et abutendi), pues toda la propiedad está, ex constituione, delimitada por su función social (artículo 33.2 de la Constitución) y toda la riqueza, sea cual sea su titularidad, está subordinada al interés general (artículo 128.1 de la Constitución). De la misma manera, cabría señalar que la vivienda protegida no puede asimilarse sin más a la categoría de dominio público. Ya sabemos lo que no son, pero debemos pasar a una definición positiva de lo que son.
Desde mi punto de vista, en el caso de la vivienda protegida calificada de por vida en Euskadi estamos ante un ejemplo más de propiedad privada fuertemente intervenida por el Estado. Como en los casos del patrimonio histórico-artístico, la propiedad intelectual o la industrial, en el caso de la vivienda protegida vasca asistimos a una propiedad privada penetrada por una serie de limitaciones impuestas por razones de interés general. La vivienda protegida construida gracias al esfuerzo tributario o normativo de la comunidad debe tener como destinatarios a la parte de la ciudadanía más necesitada de tutela pública. Por ello, el acceso a este tipo de propiedad esta fuertemente intervenido por la Administración, su uso está regulado y es inspeccionado para comprobar que es el correcto; y las segundas y posteriores transmisiones están sometidas a un fuerte aparato de controles y garantías para evitar el fraude y procurar que los siguientes titulares sean personas también dignas de la tutela pública. 

Estamos pues ante lo que el profesor Luciano PAREJO 
 llama una propiedad privada sometida a múltiples servidumbres públicas como consecuencia del interés general que está en juego en la materia. Estamos también ante una propiedad privada en la que su función social es mucho más presente o explícita que en el resto de supuestos de propiedad privada. Por lo tanto, debemos concluir que estamos ante una propiedad privada sui generis de características técnicas y económicas tasadas normativamente y que, desde el punto de vista jurídico, tiene muy poco que ver con la vivienda libre.
Mutatis mutandi, creo que se pueden aplicar las mismas conclusiones al estatuto jurídico del suelo en Euskadi, en el caso de que se apruebe el Anteproyecto de Ley de Garantía del Derecho Ciudadano a la Vivienda. La conjunción de Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo de la Comunidad Autónoma del País Vasco y futura Ley de Garantía del Derecho Ciudadano a la Vivienda tiene como consecuencia que un 75% de los suelos urbanizables y un 40% de los suelos urbanos (como mínimo) tienen que destinarse a producir Vivienda de Protección Pública calificada como tal de por vida y, por otra parte, un 50% de la Vivienda de Protección Pública y un 15% de la Vivienda Libre que se produzca tiene como destino forzoso y permanente, ex lege, el alquiler (en un caso protegido y en otro de mercado). Como decía antes, estamos también aquí ante una propiedad privada sometida a múltiples servidumbres públicas como consecuencia del interés general que está en juego. 

e. ESTADO SOCIAL

Todo lo que he tratado de exponer en estas páginas no podría entenderse si no se tienen en cuenta el concepto de defensa del Estado Social. La radicalidad y novedad del marco normativo de la vivienda en Euskadi, tanto la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo de la Comunidad Autónoma del País Vasco, como el Anteproyecto de Ley de Garantía del derecho Ciudadano a una Vivienda Digna, no se puede entender si no es en la perspectiva de una apuesta por el Welfare State casi cien años después de que HERMAN HELLER 
 lo definiese teóricamente y solo cincuenta años después de que FRIEDMAN, HAYECK, LIPSET, BELL, NISBET o HUNTINGTON 
 tratarán de socavar sus cimientos y mandarlo a un rincón de la historia.

Hoy el Estado Social sigue siendo la única manera de conciliar libertad civil con igualdad social y política. Como siempre nos recuerda el maestro Elias DIAZ 
 no hay verdadero Estado de Derecho sin un fuerte Estado Social. Tampoco debemos perder de vista el excelente trabajo de Viçens NAVARRO 
 que habla con claridad, ya desde su propio título (Bienestar insuficiente y democracia incompleta) de la relación entre Estado social y democracia.
El modelo de vivienda que he tratado de caracterizar, encuadrar y explicar es un modelo atípico (pues solo tiene homólogos parciales en las Comunidades Autónomas de Asturias, Catalunya, Aragón y Navarra), pero ni utópico ni ucrónico: se da y se puede acabar de completar aquí y ahora en la Euskadi de la primera década del nuevo siglo. Puede que sea un modelo a contracorriente de la política de muchas otras Comunidades Autónomas, pero lo que no creo que se pueda negar es que no es un modelo a contracorriente del dictado constitucional. Más bien al contrario, es un modelo que trata de cumplir al 100% con el mandato constitucional que el artículo 47 dirige a los poderes públicos: promoción de las condiciones necesarias y normas pertinentes para hacer efectivo el derecho a una vivienda digna y adecuada.
� Sobre las políticas europeas de urbanismo y vivienda se puede consultar Carme TRILLA, La política de vivienda desde una perspectiva comparada, Colección Estudios Sociales nº 9, Fundación La Caixa, Barcelona, 2001; Javier GARCIA-BELLIDO, Urbanismos Europeos comparados, Ciudad y Territorio Estudios Territoriales, Vol. XXXIII. Tercera Epoca, nº 127, Ministerio de Fomento, Madrid, primavera 2001; Judith ALLEN, James BARLOW, Jesús LEAL, Thomas MALOUTAS, Liliana PADOVANI, Housing & Welfare in Southern Europe, Blackwell Publishing Ltd, Oxford, 2004 ; Martti LUJANEN (Ed.), Vivienda y política de vivienda en los países nórdicos, Ministerio de Vivienda y Nordic Council of Ministres, Madrid, 2005; Juli PONCE SOLE, Derecho Urbanístico, Vivienda y Cohesión Social y Territorial, Marcial Pons, Madrid, 2006; Demetrio MUÑOZ GIELEN, Líneas básicas de urbanismo neerlandés, Ciudad y Territorio Estudios Territoriales, Vol. XXXVII. Tercera Epoca, nº 144, Ministerio de Fomento, Madrid, verano 2005; Informe extraordinario de la institución del Ararteko al Parlamento Vasco, Las políticas públicas de vivienda dirigidas a la población joven en la Comunidad Autónoma del País Vasco (páginas 99 a 152), Institución del Ararteko, Vitoria-Gasteiz, junio 2007


� Sobre la evolución de la política de vivienda en España existe abundante bibliografía. Entre otros, se puede consultar: Jose Luis VILLAR EZCURRA, La protección pública a la vivienda, Editorial Montecorvo, Madrid, 1981; Miguel BELTRAN DE FELIPE, La intervención administrativa en la vivienda, Ed LEX NOVA, Valladolid, 2000; Ricard GOMÁ, Las políticas de viviendas en las Comunidades Autónomas, dentro del volumen Estado de Bienestar y Comunidades Autónomas, Editorial Tecnos, Madrid, 2003; Pilar GARRIDO, El derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada, en Los principios rectores de la política social y económica, Editorial Biblioteca Nueva, Madrid, 2004; Maria Luisa GOMEZ JIMENEZ, La intervención administrativa en la vivienda en España 1938-2005, Editorial Montecorvo, Madrid, 2006. Sobre el rumbo actual de los modelos de las Comunidades Autónomas en materia de vivienda, Juli PONCE SOLÉ, Algunas reflexiones sobre la competencia en materia de vivienda y las tendencias actuales en su ejercicio, Informe Comunidades Autónomas 2004, Instituto de Derecho Público, Barcelona 2005.





� La bibliografía sobre el artículo 47 de la Constitución es amplia. Entre otros se puede consultar: Martin BASSOLS COMA, Consideraciones sobre el derecho a la vivienda en la Constitución española de 1978, RDU, Madrid, 1983; Miguel BELTRAN DE FELIPE, Intervención Administrativa en la vivienda, Editorial Lex Nova, Valladolid, 2000; Jose MUÑOZ CASTILLO, El derecho a una vivienda digna y adecuada; Editorial Colex, Madrid, 2000; Antonio JIMÉNEZ BLANCO, El derecho a una vivienda digna y adecuada en Comentarios a la Constitución social y económica de España, Editorial Comares, Granada, 2002; Gerardo PISARELLO, Vivienda para todos, un derecho en (de)construcción, Editorial Icaria, Barcelona, 2003.





� Javier BURON CUADRADO, El impacto del artículo 47 de la Constitución en la normativa vasca de vivienda, Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, nº 230, Madrid, diciembre 2006; Las reservas de suelo para vivienda protegida: lecciones del caso de Vitoria-Gasteiz, Arquitectura, Ciudad y Entorno, nº 2, Revista del Centro de Política de Suelo y Valoraciones de la Universidad Politécnica de Cataluña, Barcelona, 2007; La Vivienda Protegida en Euskadi, ¿un modelo a contracorriente?, Cuadernos de Derecho Local (Fundación Democracia y Gobierno Local), nº 9, octubre 2005; La política de viviendas del Gobierno Vasco, Documentación Social nº 138, julio-septiembre 2005, Revista de Estudios Sociales y de Sociología Aplicada.





� Como es bien conocido en la Comunidad Autónoma del País Vasco existe, desde 1994, ex lege, una reserva, en suelo urbanizable del 65% de las nuevas viviendas a construir, que es el 20% en el caso de las viviendas a construir en suelo urbano. Estas reservas para vivienda protegida son las mayores de las existentes en las quince Comunidades Autónomas que disponen de ellas. Sobre este tema es interesante la consulta de Juli PONCE SOLÉ Solidaridad, cohesión social y derecho público, a propósito de las reservas legales de Vivienda Protegida como instrumento de desarrollo urbanístico sostenible, II Seminario Pensando lo local en el nuevo siglo, Fundació Carle Pi i Sunyer, 5 y 6 de febrero de 2004. Y sobre la nueva Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo de la Comunidad Autónoma del País Vasco (que eleva esas reservas al 75% en suelo urbanizable y al 40% en suelo urbano) consultar de Iñigo MAGUREGUI SALAS Planteamientos básicos y ejes estratégicos de la ley vasca 2/2006, de 30 de junio, de suelo y urbanismo, Arquitectura, Ciudad y Entorno, nº 3, Revista del Centro de Política de Suelo y Valoraciones de la Universidad Politécnica de Cataluña, Barcelona, 2007.





� La ley 7/1988 de derecho preferente de adquisición en las transmisiones de viviendas de protección oficial a favor de la Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi posibilita desde ese año que el Gobierno Vasco adquiera todas la vivienda protegida que se venda en el mercado. Como en otros aspectos, en este campo la Comunidad Autónoma del País Vasco fue precursora de futuros desarrollos, pues a la norma legal de 1988 que reconoce el derecho de adquisición preferente a favor de la Administración le han seguido desde finales de los años noventa normas legales o reglamentarias en casi todas las Comunidades Autónomas, aunque la tendencia se ha acelerado a partir del año 2004. Sin embargo, conviene resaltar que muchas Comunidades Autónomas han regulado el instituto del tanteo y retracto pero no lo aplican (aduciendo razones de tipo presupuestario, pero también un pretendido conflicto con la normativa civil). También es digno de reseñarse que muchas Comunidades Autónomas han regulado el tanteo y retracto de VPO a favor de la Comunidad Autónoma autoimponiéndose, de forma innecesaria a mi juicio, los límites propios del tanteo convencional civil (por ejemplo el exiguo plazo de los 10 años en Andalucía, Cantabria, Castilla y León, Galicia o La Rioja, la tendencia a aplicarlo solo a Viviendas de Protección Oficial de promoción puramente pública como en el caso de Canarias, Cantabria o Islas Baleares o el dejarlo directamente en manos de los promotores privados –pacto a incluir entre el promotor privado de VPO y el adquirente en el contrato de compraventa- como ocurre en Andalucía). Finalmente podemos reseñar que Aragón, Catalunya, Extremadura y Asturias están implantando modelos similares al vasco en los que la calificación permanente (permanente de forma expresa, por noventa años o toda la vida útil de la vivienda) se combina con la posibilidad de ejercer el derecho de tanteo y retracto en todas las segundas y posteriores transmisiones de Vivienda Protegida.





� En el conjunto del Estado se dan básicamente tres opciones en cuanto a la calificación de las Viviendas Protegidas:


Las Comunidades Autónomas que han optado por la calificación definitiva o cuasidefinitiva. La primera fue la Comunidad Autónoma del País Vasco en el año 2002 y después le siguieron Catalunya (90 años), Extremadura (permanente) y Asturias (vida útil de la vivienda) todas ellas en el año 2004.


Las Comunidades Autónomas que se mantienen, para sus propias tipologías autonómicas de Vivienda Protegida, más o menos, en el nivel marcado por el Plan Estatal 2005-2009 para favorecer el acceso de los ciudadanos a la vivienda (30 años, susceptibles de ampliación por las Comunidades Autónomas)


Las Comunidades Autónomas que, a través de diferentes tipologías autonómicas de Vivienda Protegida reducen el periodo de calificación de las mismas. Destacan en este campo las Vivienda de Protección Pública destinadas al alquiler con opción de compra de la Comunidad Autónoma de Madrid descalificable a los 7 años, pero también debemos citar las Vivienda Protegida autonómica descalificable a los 15 años en Andalucía, Cantabria o Valencia y las Viviendas de Precio Tasado descalificables a los 10 años en las Islas Baleares o Castilla La Mancha.


El Real Decreto 801/2005, de 1 de julio, por el que se aprueba el “Plan Estatal 2005-2008, para favorecer el acceso de los ciudadanos a la vivienda” fija en su artículo 5 los 30 años como plazo general descalificación de las Viviendas de Protección Oficial que hayan recibido ayudas del plan estatal, sin perjuicio de que las Comunidades Autónomas puedan ampliar este plazo. En su primera redacción el Real Decreto fijaba como plazo de calificación “toda su vida útil (de la vivienda), sin posibilidad de descalificación voluntaria, salvo las viviendas protegidas de nueva construcción para arrendamiento, de renta concertada …”. La presión de diferentes Comunidades Autónomas a lo largo de los meses de mayo y junio de 2005 aconsejó al Ministerio de la Vivienda dejar el plazo de calificación de las viviendas del plan estatal en los referidos 30 años, truncando un intento del Ministerio por evolucionar hacia parámetros vascos, catalanes, extremeños o asturianos.


� A modo de ejemplo, en el año 2003, último del que se disponen de datos en virtud del Informe Anual Integrado de la Hacienda Vasca 2004, las deducciones fiscales de las tres haciendas forales por compra de vivienda en el IRPF ascendieron a casi 357 millones de euros de recaudación tributaria perdonados a los contribuyentes que se podrían haber usado para financiar políticas públicas de vivienda con unos 1.500 millones de euros suplementarios a los 2.805 antes comentados del Plan Director de Vivienda 2006-2009.





� Disposiciones Adicionales Octava y Novena de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo de la Comunidad Autónoma del País Vasco.





� En el año 2001 solo el 2% del parque de vivienda protegida estaba en alquiler (unas 740 viviendas). En estos momentos el Gobierno Vasco dispone de más de 8.000 viviendas para su destino al alquiler, lo que es más de 15% del parque protegido. Este esfuerzo ha sido realizado de manera solitaria, pues de los 253 Ayuntamientos vascos, solo dos (Bilbao y Donostia) han acompañado al Gobierno Vasco en sus esfuerzos por lanzar un parque de alquiler social similar a los europeos.





� En el conjunto de las Comunidades Autónomas del Estado español se pueden apreciar las siguientes tendencias en procedimientos de adjudicación de Vivienda Protegida:





las Comunidades Autónomas que no disponen de norma autonómica alguna de adjudicación (Andalucía, Cantabria, Islas Baleares –aunque en estos casos lo lógico es que las desarrollen en breve pues desde el año 2005 disponen de un registro de demandantes-, Madrid y Valencia)


las Comunidades Autónomas que han optado por sistema de baremación (Navarra, La Rioja y Extremadura –que combinan con la existencia de un registro de demandantes con la baremación- y Canarias, Castilla y La Mancha, Galicia y Murcia –que bareman promoción a promoción al carecer de registro de demandantes)


las Comunidades Autónomas que han optado por el sistema del sorteo, previo establecimiento del registro de demandantes, combinado con la existencia de cupos de discriminación positiva (además de la Comunidad Autónoma del País Vasco, Catalunya, Asturias y Aragón)


Castilla y León es la única Comunidad Autónoma con un sistema mixto (parte baremado y parte sorteado, a pesar de carecer de registro).





� La sucesión del Decreto 315, la Orden de procedimiento de Vivienda de Protección Oficial y las órdenes homólogas de ayuntamientos, promotores privados y cooperativas de Vivienda de Protección Oficial cierra un círculo en la regulación de los procedimientos a través de los cuales la ciudadanía puede acceder en pie de igualdad a la vivienda protegida en Euskadi. Como consecuencia de lo anterior se impone el sorteo como forma de adjudicar toda la vivienda protegida con independencia de su promotor. Aunque es evidente que todos los sorteos no tendrán siempre el mismo formato, dado que se dan las siguientes modalidades:





Sorteo Etxebide:


Promociones del Gobierno Vasco 


Promociones concertadas con el Gobierno Vasco


Promociones de Visesa


Promociones municipales con algún tipo de acuerdo con Etxebide.


Sorteo municipal: 


promociones municipales (con participación de los inscritos de Etxebide empadronados en el municipio cuando exista convenio entre el Ayuntamiento y el Gobierno Vasco).


Sorteo ante notario (con participación de los demandantes inscritos en Etxebide):


Vivienda de Protección Oficial privada


Vivienda de Protección Oficial cooperativa





Este sistema integral se basa en los principio de publicidad, transparencia y concurrencia pública como principales armas contra el fraude en materia de vivienda protegida.
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� En apoyo de la tesis sobre la vivienda como un servicio público no monopolístico se puede consultar el artículo ya clásico de Martin BASSOLS COMA, Consideraciones sobre el derecho a la vivienda en la Constitución española de 1978, RDU, Madrid, 1983. Y de entre los autores más jóvenes destaca por su actual dicotomía (Director General de la Vivienda del Aragón y profesor de Derecho Administrativo de la Universidad de Zaragoza) el posicionamiento a favor de la consideración de la vivienda como un servicio público de Julio Cesar TEJEDOR BIELSA en, entre otros trabajos, Nuevos desarrollos normativos en materia de vivienda en Aragón, Cuadernos de Derecho Local, nº 7, Barcelona, febrero 2005.
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